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Sobre el particular, la Corte Constitucional ha dicho:
“La extradición es un instrumento de colaboración internacional en materia penal 

que ha adquirido su mayor relevancia en la lucha contra el delito de dimensión trans-
nacional. Se trata de una decisión administrativa adoptada mediante trámite, en 
principio, breve y sumario, que no implica juzgamiento y tampoco puede dar lugar 
a un prejuzgamiento. La misma se orienta a permitir que la investigación o el juicio por 
una determinada conducta punible, o el cumplimiento de la sanción que corresponda, 
se den en el Estado requiriente, cuando el presunto infractor se encuentre en territorio 
de Estado distinto de aquel en el que se cometió el hecho o que resulte más gravemente 
afectado por el mismo”2.

Así las cosas, entrar a examinar si los cargos atribuidos por las autoridades judiciales 
del país requirente al señor Ramírez Estupiñán carecen o no de sustento probatorio; si 
dicha persona realizó o no parte los actos constitutivos de los delitos por los cuales es 
acusada, resulta ajeno al trámite de extradición y excede la competencia del Gobierno 
Nacional. Tales situaciones deben debatidas al interior del proceso penal que se le sigue 
en los Estados Unidos de América.

Al respecto, la Corte Constitucional ha manifestado:
“De conformidad con lo expuesto, y por su propio contenido, el acto mismo de la 

extradición no decide, ni en el concepto previo, ni en su concesión posterior sobre 
la existencia del delito, ni sobre la autoría, ni sobre las circunstancias de tiempo, 
modo y lugar en que se cometió el hecho, ni sobre la culpabilidad del imputado, ni 
sobre las causales de agravación o diminuentes punitivas, ni sobre la dosimetría de 
la pena, todo lo cual indica que no se está en presencia de un acto de juzgamiento, 
como quiera que no se ejerce función jurisdicente.

Entrar en una controversia de orden jurídico como si se tratara de un acto jurisdiccio-
nal, implicaría el desconocimiento de la soberanía del Estado requirente, como quiera 
que es en ese país y no en el requerido en donde se deben debatir y controvertir las 
pruebas que obren en el proceso correspondiente, de conformidad con las disposi-
ciones sobre Derecho Internacional Humanitario y con las normas penales internas 
del Estado extranjero”� (negrilla fuera de texto).

En el mismo sentido se pronuncio la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de 
Justicia en el concepto emitido para el presente caso, así:

“1. Aclaración previa.
A fin de responder en primer lugar el planteamiento de la defensa en torno a que en 

la actuación no se halla acreditada la responsabilidad penal del requerido en los hechos 
por los cuales se solicita su extradición, es de reiterarse que con apego a la regulación 
constitucional y legal del instrumento, la jurisprudencia de esta Corte ha sido persis-
tente en indicar que la extradición no corresponde a la noción de proceso judicial en el 
que se juzgue la conducta de aquel a quien se reclama en el exterior, sino que obedece 
a un instrumento de cooperación internacional previsto normativamente (Convención, 
Tratado, Convenio, Acuerdo, Constitución o Ley, según cada caso particular), con la 
finalidad de evitar la evasión de la acción de la justicia por parte de quien ha realizado 
comportamientos delictivos refugiándose en territorio sobre el cual carecen de com-
petencia las autoridades jurisdiccionales que solicitan su presencia, y pueda responder 
personalmente por los cargos que le son imputados y por los cuales, cuando menos, haya 
sido convocado a juicio criminal.

Por razón de ello, en su trámite no tienen cabida cuestionamientos relativos a la va-
lidez o mérito de la prueba recaudada por las autoridades extranjeras sobre la ocurrencia 
del hecho, la forma de participación o el grado de responsabilidad del encausado; la 
normatividad que prohíbe y sanciona la conducta delictiva; la jurisdicente; la validez del 
trámite en el cual se le acusa; o la pena que le correspondería purgar para el caso de ser 
declarado penalmente responsable; pues tales aspectos corresponden a la órbita exclusiva 
y excluyente de las autoridades del país que eleva la solicitud, y su postulación debe 
hacerse al interior del respectivo proceso con recurso a los instrumentos de controversia 
que prevea la legislación del Estado que formula el pedido”.

No es procedente, entonces, para el Gobierno Nacional pronunciarse sobre las ase-
veraciones de la defensa del ciudadano requerido, tendientes a descalificar el material 
probatorio que obra en su contra y desvirtuar su responsabilidad frente a las acusaciones 
que le hacen las autoridades de los Estados Unidos de América, pues son aspectos que 
desbordan la naturaleza del trámite de extradición.

c) Frente a la afirmación que formula la abogada defensora en contra del sistema 
judicial del país requirente, tachándolo de parcializado e injusto respecto de los nacio-
nales colombianos, debe indicarse que constituye una simple apreciación subjetiva de la 
recurrente y un señalamiento temerario, que efectúa sin aportar elementos probatorios, 
que únicamente se entiende por su interés de lograr la no extradición de su poderdante 
a los Estados Unidos de América.

En este punto es oportuno citar lo manifestado por la Corte Constitucional en la 
Sentencia SU.110 de 2002, sobre la naturaleza de la extradición como instrumento de 
cooperación internacional en la lucha contra la impunidad:

“La extradición es un instrumento de colaboración internacional en materia penal que 
ha adquirido su mayor relevancia en la lucha contra el delito de dimensión transnacional. 
Se trata de una decisión administrativa adoptada mediante trámite, en principio, breve y 
sumario, que no implica juzgamiento y tampoco puede dar lugar a un prejuzgamiento. 
La misma se orienta a permitir que la investigación o el juicio por una determinada 
conducta punible, o el cumplimiento de la sanción que corresponda, se den en el Estado 

2  CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU. 110 de 2002. Febrero 20 de 2002.
3  CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-1106 de 2000. Agosto 24 de 2000.

requiriente, cuando el presunto infractor se encuentre en territorio de Estado distinto de 
aquel en el que se cometió el hecho o que resulte más gravemente afectado por el mismo. 
Para el efecto se parte del criterio de que ante el Estado requiriente podrá la persona 
extraditada hacer efectivas las garantías procesales que rigen en países civilizados, 
y que incorporan las que se derivan del debido proceso”. (Se resalta).

Así las cosas, el ciudadano requerido en extradición podrá hacer valer sus derechos 
fundamentales ante las autoridades foráneas y eventualmente elevar las solicitudes 
de asistencia a través de los Consulados quienes prestan la asistencia necesaria a los 
connacionales que se encuentran detenidos en el exterior, esto dentro del marco de la 
Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963, aprobada en nuestro país 
mediante la Ley 17 de 1971.

De acuerdo con lo anterior, y teniendo en cuenta que con el presente recurso no se 
aportaron nuevos elementos de juicio que lleven al Gobierno Nacional a variar la decisión 
que inicialmente tomó, es del caso confirmar en todas sus partes la Resolución Ejecutiva 
número 499 del 27 de diciembre de 2007.

Por lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Confirmar la Resolución Ejecutiva número 499 del 27 de diciembre 
de 2007, por medio de la cual se concedió la extradición del ciudadano colombiano 
Evert Ramírez Estupiñán, de conformidad con lo señalado en la parte motiva de esta 
resolución.

Artículo 2°. Comunicar la presente decisión al ciudadano requerido o a su apoderada, 
haciéndole saber que contra esta no procede recurso alguno, quedando así agotada la 
vía gubernativa.

Artículo 3°. Enviar copia del presente acto administrativo a la Oficina Asesora 
Jurídica y a la Dirección General de Asuntos Consulares y Comunidades Colombianas 
en el Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores y al Fiscal General de la Nación, 
para lo de sus competencias.

Artículo 4°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición.
Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 11 de abril de 2008.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro del Interior y de Justicia,

Carlos Holguín Sardi.

Ministerio de Hacienda  
y crédito Público

DecRetos

DECRETO NUMERO 1119 DE 2008
(abril 11)

por el cual se dictan medidas para promover el acceso a los servicios financieros  
por las personas de menores recursos y se reglamenta parcialmente el artículo 70  

de la Ley 1151 de 2007.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitu-

cionales y legales, en especial de las que le confieren los artículos 2°, 189 numerales 
11 y 25, y 334 de la Constitución Política y en desarrollo del artículo 70 de la Ley 1151 
de 2007,

DECRETA:
Artículo 1°. Cuentas de ahorro y planes de ahorro contractual de bajo monto. De 

conformidad con lo previsto en el artículo 70 de la Ley 1151 de 2007, los establecimientos 
de crédito y las cooperativas autorizadas para desarrollar la actividad financiera, podrán 
ofrecer cuentas de ahorro de bajo monto y planes de ahorro contractual de bajo monto 
exentos de las inversiones obligatorias en las condiciones establecidas en el presente 
decreto.

Artículo 2°. Características de las cuentas de ahorro y los planes de ahorro contractual 
de bajo monto. Para los efectos del presente decreto, se consideran cuentas de ahorro y 
planes de ahorro contractual de bajo monto exentos de inversiones obligatorias, única-
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mente aquellos dirigidos a los sectores de bajos ingresos de la población, cuyos contratos 
prevean, según sea el caso, como mínimo, los siguientes acuerdos con el cliente, además de 
los propios de las cuentas de ahorro a la vista o los planes de ahorro contractual previstos 
en el numeral 2 del artículo 126 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero:

a) En el caso de cuentas de ahorro a la vista, los depósitos mensuales podrán ser hasta 
por un monto equivalente a dos (2) salarios mínimos mensuales vigentes smlmv, y el 
saldo al final de cada mes no podrá ser superior a tres (3) salarios mínimos mensuales 
vigentes smlmv;

b) En el caso de los planes de ahorro contractual de bajo monto, se podrán realizar 
depósitos mensuales hasta por un monto equivalente a dos (2) salarios mínimos mensuales 
vigentes smlmv sin que el saldo supere al final de cada año cuatro (4) salarios mínimos 
mensuales vigentes smlmv y dieciséis (16) salarios mínimos mensuales vigentes smlmv 
a la finalización del contrato;

c) Por lo menos dos (2) transacciones y una consulta de saldo mensuales realizadas 
por el cliente, no generarán comisiones ni erogación alguna. Los clientes deberán ser 
claramente informados sobre el alcance de este beneficio, y en particular deberá preci-
sárseles el costo de transacciones o consultas adicionales;

d) No se preverá costo para los titulares por el manejo de la cuenta o plan de ahorro 
contractual o de los talonarios o tarjetas necesarios para realizar transacciones propias 
de estos;

e) No podrá exigirse un depósito mínimo inicial para su apertura ni saldo mínimo 
que deba mantenerse.

Parágrafo 1°. Las entidades podrán pactar con los clientes de cuentas de ahorro y 
planes de ahorro contractual de bajo monto, condiciones más beneficiosas para el cliente 
y adicionales a las previstas en el presente artículo.

Parágrafo 2°. Para efectos del presente decreto, las referencias relativas a meses se 
entenderán como meses calendario.

Artículo 3°. Administración del riesgo de lavado de activos y financiación del te-
rrorismo. La Superintendencia Financiera podrá impartir instrucciones especiales sobre 
la manera en la cual las entidades deberán administrar estos riesgos para las cuentas de 
ahorro y planes de ahorro contractual de bajo monto.

Artículo 4°. Exención de inversiones obligatorias. El valor total de los depósitos 
administrados por los establecimientos de crédito o las cooperativas autorizadas para 
desarrollar la actividad financiera en las cuentas de ahorro y los planes de ahorro contrac-
tual de bajo monto, estarán exentos de inversiones obligatorias de cualquier naturaleza, 
siempre que se cumplan las condiciones previstas en el presente decreto.

Parágrafo. La exención a las inversiones obligatorias prevista en la Ley 1151 de 
2007, operará solamente para una cuenta de ahorro o un plan de ahorro contractual de 
bajo monto por persona.

Artículo 5°. Exención del Gravamen a los Movimientos Financieros. Siempre que se 
dé cumplimiento a los requisitos previstos en la normatividad vigente para la elección 
y registro de la cuenta exenta y demás previsiones del numeral 1 del artículo 879 del 
Estatuto Tributario, las cuentas de ahorro y planes de ahorro contractual de bajo monto de 
que trata el presente decreto están exentos del gravamen a los movimientos financieros, 
en los términos de la misma disposición.

Artículo 6°. Control. Los establecimientos de crédito y las cooperativas autorizadas 
para desarrollar la actividad financiera evaluarán, con los mecanismos adoptados para 
el efecto, que los titulares de las cuentas de ahorro y los planes de ahorro contractual 
de bajo monto sean personas de escasos recursos y que se cumplen las características 
previstas en este decreto para dichas cuentas.

Parágrafo 1°. El exceso sobre los montos establecidos en el artículo 2° del presente 
decreto durante un período superior a dos (2) meses consecutivos, tendrá como efecto que 
los establecimientos de crédito y las cooperativas autorizadas para desarrollar la actividad 
financiera deban reclasificar la cuenta como una cuenta no exenta de inversión forzosa 
a partir del primer día del tercer mes y por ende no habrá lugar al cumplimiento de las 
estipulaciones previstas en los literales c), d) y e) del artículo 2° del presente decreto.

Parágrafo 2°. Los establecimientos de crédito y las cooperativas autorizadas para 
desarrollar la actividad financiera podrán clasificar nuevamente dicha cuenta como de 
bajo monto, siempre y cuando durante el mes siguiente a los dos (2) meses consecutivos 
de exceso mencionados en el parágrafo anterior, la cuenta haya cumplido con las condi-
ciones contractuales establecidas en el artículo 2° del presente decreto.

Artículo 7°. Vigencia y derogatorias. El presente decreto rige a partir de la fecha de 
su publicación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 11 de abril de 2008.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Oscar Iván Zuluaga Escobar.

DECRETO NUMERO 1120 DE 2008
(abril 11)

por el cual se reglamentan los sistemas de negociación de valores y de registro  
de operaciones sobre valores y se dictan otras disposiciones.

El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus facultades constitucionales 
y legales, en especial de aquellas previstas en los numerales 11 y 25 del artículo 189 de 
la Constitución Política y los literales a), c) y g) del artículo 4°, el artículo 67, y el inciso 
2° del numeral 1 del parágrafo 3° del artículo 75, de la Ley 964 de 2005,

DECRETA:
Artículo 1°. Subrógase la Parte Cuarta de la Resolución 400 de 1995 de la Sala Ge-

neral de la Superintendencia de Valores comprendida por los artículos 4.1.1.1. al 4.4.0.2, 
la cual quedará así:

“PARTE CUARTA
DISPOSICIONES MEDIANTE LAS CUALES SE REGLAMENTAN LOS SISTE-
MAS DE NEGOCIACION DE VALORES Y DE REGISTRO DE OPERACIONES 

SOBRE VALORES
T I T U  L O  I

AMBITO DE APLICACION Y AUTORIZACION PARA EL DESARROLLO DE LA 
ACTIVIDAD DE ADMINISTRACION DE SISTEMAS DE NEGOCIACION DE 
VALORES DE RENTA FIJA Y REGISTRO DE OPERACIONES SOBRE VALORES 

DE RENTA FIJA
CAPITULO I

Aspectos generales
Artículo 4.1.1.1. Ambito de aplicación. Las disposiciones que integran la presente Parte 

regulan la administración, funcionamiento y utilización de los sistemas de negociación de 
valores y de registro de operaciones sobre valores distintos de acciones y bonos obligatoria-
mente convertibles en acciones, así como la participación de los agentes en los mismos.

Dichos sistemas serán el conjunto de elementos, incluida la infraestructura electrónica, 
de voz o mixta, establecidos para la negociación de valores o el registro de operaciones 
sobre valores.

Artículo 4.1.1.2. Autorización. La administración de sistemas de negociación de 
valores y de sistemas de registro de operaciones sobre valores, sólo podrá ser desarrollada 
por las entidades sometidas a inspección y vigilancia de la Superintendencia Financiera 
de Colombia, que se encuentren habilitadas para el efecto y que hayan sido autorizadas 
previa y expresamente por esta entidad respecto de los sistemas que pretenda administrar, 
de conformidad con las disposiciones del presente título.

Artículo 4.1.1.�. Requisitos de organización. Las entidades que pretendan administrar 
un sistema de negociación de valores y/o un sistema de registro de operaciones sobre 
valores deberán acreditar el cumplimiento de los siguientes requisitos:

a) Establecerse como sociedades anónimas cumpliendo el trámite de autorización 
previsto en el artículo 53 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero para su consti-
tución;

b) Inscribirse en el Registro Nacional de Agentes del Mercado de Valores –RNA-
MV– en su calidad de proveedores de infraestructura del mercado de valores, en los 
términos y condiciones establecidos en la Resolución 400 de 1995 de la Sala General de 
la Superintendencia de Valores o demás normas que la modifiquen o sustituyan;

c) Establecer políticas y procedimientos adecuados y suficientes para garantizar que 
los miembros de su junta directiva, sus representantes legales, sus funcionarios, sus 
empleados y demás personas vinculadas a la entidad reúnan las más altas calidades y 
condiciones de honorabilidad, corrección y competencia técnica;

d) Establecer medidas administrativas y de organización efectivas con el propósito 
de prevenir, administrar y revelar conflictos de interés;

e) Adoptar medidas para garantizar la continuidad y la regularidad de los mecanis-
mos y dispositivos implementados para el funcionamiento del sistema de negociación o 
registro. Para el efecto, la sociedad administradora deberá emplear sistemas, recursos y 
procedimientos adecuados y proporcionales al tamaño, frecuencia y complejidad de los 
negocios que a través de dichos sistemas se realicen o registren, y

f) Disponer de procedimientos administrativos y contables adecuados, mecanismos 
de control interno, técnicas eficaces de administración y control de riesgos y mecanismos 
eficaces de control y salvaguardia de sus sistemas informáticos.

Parágrafo. No se aplicará al Banco de la República, como administrador de sistemas de 
negociación o de registro, lo establecido en los literales a) y c) del presente artículo.

Artículo 4.1.1.4. Títulos o valores objeto de negociación o de registro. Podrán ser 
objeto de negociación o de registro en los sistemas regulados en este Título, los valores 
o títulos distintos de acciones y bonos obligatoriamente convertibles en acciones, que se 
encuentren inscritos en el Registro Nacional de Valores y Emisores.

Artículo 4.1.1.5. Modalidades de operaciones que pueden realizarse a través de 
sistemas de negociación o de registro de valores. En los sistemas de negociación de 
valores o en los sistemas de registro de operaciones sobre valores podrán celebrarse o 
registrarse operaciones de contado, operaciones a plazo, operaciones de reporto o repo, 
simultáneas, operaciones de transferencia temporal de valores y aquellas que de manera 
general y previa autorice la Superintendencia Financiera de Colombia.

Artículo 4.1.1.6. Instrucciones sobre interconexión entre sistemas, y entre estos 
con otros proveedores de infraestructura y proveedores de precios. La Superintenden-
cia Financiera de Colombia impartirá las instrucciones relativas a la interconexión de 
los sistemas de negociación de valores y los sistemas de registro de operaciones sobre 
valores, entre sí y con los sistemas de compensación y liquidación de operaciones sobre 
valores, los sistemas de compensación y liquidación de pagos, los depósitos centralizados 
de valores, las cámaras de riesgo central de contraparte y las entidades que suministren 
profesionalmente información al mercado de valores de que trata el literal k) del artículo 
4.1.2.3. de la presente resolución.

Artículo 4.1.1.7. De la compensación y liquidación de las operaciones sobre va-
lores. Todas las operaciones sobre valores realizadas en un sistema de negociación de 
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